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Resumen 

La literatura académica sigue revelando que existe una variedad de definiciones para 
comprender “lo legal”, “lo ilegal”, “lo informal” y, las relaciones que tienen estos 
fenómenos entre sí, al igual que una variedad de metodologías para su estudio. Este 
capítulo presenta un estado del arte sobre ¿Cómo se ha entendido recientemente la 
relación entre ilegalidad, legalidad e informalidad en las investigaciones que se han 
realizado sobre estos fenómenos dentro de los países latinoamericanos? Para contestar 
esta pregunta se realizó un análisis de 65 artículos publicados en revistas indexadas de 
economía, negocios y ciencias sociales, entre 2018 y 2022. Las investigaciones 
consultadas señalan que la ilegalidad, la informalidad y la ilegalidad se relacionan de las 
siguientes formas: 1. Se coproducen a partir de la iniciativa estatal y los actores sociales 
que coalimentan y legitiman al ordenamiento jurídico; 2. Se movilizan “desde abajo” por 
parte de los diferentes actores sociales para construir con mayor o menor éxito el sentido 
que les permitirá ordenar sus formas colectivas de hacer; 3. Presentan porosidades 
entre sí que hacen indistinguibles sus fronteras, principalmente en escenarios de 
violencia y en espacios de mercado; 4.Fluyen a través del intercambio del mercado 
como lo hacen los mismos bienes y servicios que incorporan a lo largo de su cadena de 
producción y circulación varias combinaciones de estados legales, informales e ilegales; 
y 5. Se resignifican a partir de la moralidad de las comunidades, que negocian 
constantemente su entendimiento sobre la legitimidad y la legalidad. Se concluye que, 
para el caso de Latinoamérica, los estudios publicados asumen que es la misma 
complejidad de las relaciones sociales, la que constantemente cuestiona y resignifica 
los campos de la legalidad y de la legitimidad, la ilegalidad y la ilegitimidad y de la 
informalidad y su tolerancia. 
 
Palabras clave: ilegalidad, informalidad, legalidad, Latinoamérica, Economía.  

 
1 Este trabajo agradece al programa “Inclusión productiva y social: programas y políticas para la promoción 
de una economía formal, código 60185, que conforma la Alianza EFI, bajo el Contrato de Recuperación 
Contingente No. FP44842-220-2018.” 
2 Historiadora, Magíster en Estudios de Ciencia, Tecnología, Sociedad e Innovación. Estudiante del 
Doctorado en Ciencias Sociales de la Universidad de Antioquia. Docente de la Universidad de Antioquia, 
adscrita al grupo de Investigación de Macroeconomía Aplicada.  
3 Estudiante de Economía en la Universidad de Antioquia y de Ciencias Políticas en la Universidad Nacional. 
Estudiante investigadora ante el CODI-Universidad de Antioquia con su proyecto “Los asentamientos 
irregulares e informales en la ciudad de Medellín: política pública e inversión social”. Este capítulo parte de 
algunas de las reflexiones teóricas surgidas en el marco de esta investigación.  
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Abstract 

The academic literature reveals a variety of definitions for the understanding of "the 

legal", "the illegal", and "the informal" and the relationships that these phenomena have 

with each other, as well as a variety of methodologies for their study. This chapter 

presents a literature review on how the relationship between illegality, legality and 

informality has been recently understood in research on these phenomena in Latin 

American countries. An analysis of 65 articles published in economics, business and 

management and social sciences peer-reviewed journals between 2018 and 2022 was 

conducted to answer this question. The analysis points out that illegality, informality, and 

illegality are related in the following ways: 1. They are co-produced from the state 

initiative and the social actors that co-create and legitimize the legal order; 2. They are 

mobilized "from below" by the different social actors to build with greater or lesser 

success the sense that will allow them to order their collective ways of doing; 3. They 

present porosities among themselves that make their borders indistinguishable, mainly 

in scenarios of violence and in market spaces; 4. They flow through the market exchange 

as do the same goods and services that incorporate along their chain of production and 

circulation various combinations of legal, informal and illegal states; and 5. They are re-

signified from the morality of the communities, which constantly negotiate their 

understanding of legitimacy and legality. It is concluded that, in the case of Latin America, 

the academic literature assumes that the very complexity of social relations constantly 

questions and re-signifies the issues of legality and legitimacy, illegality and illegitimacy, 

and informality and its tolerance. 

 

Keywords: illegality, informality, legality, Latin America, economics. 
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Introducción 

El 10 de mayo de 2022, Guillermo Franco publicó, en el espacio virtual del periódico La 

República, una columna titulada “Maraña de normas e ilegalidad en la vivienda turística”. 

En este escrito, él describió la relación que se da entre el uso de plataformas digitales 

para el arrendamiento de viviendas a turistas, los vacíos normativos en los reglamentos 

de propiedad horizontal y la falta de eficacia y celeridad del Gobierno respecto de su 

deber de exigir el cumplimiento de los requisitos de ley para el ejercicio de esta actividad 

económica. Franco, lo manifestó así: 

 

El elevado grado de ilegalidad e informalidad que hay en el arrendamiento de 

vivienda turística es fácilmente verificable al ver que en el mercado proliferan 

apartamentos en edificios y conjuntos residenciales que prestan el servicio a 

través de plataformas sin que esté explícitamente permitido en el reglamento de 

propiedad horizontal. 

Probablemente, los continuos aplazamientos que ha hecho el Gobierno para el 

cumplimiento de estos requisitos expliquen parcialmente el elevado grado de 

ilegalidad en la actividad (2022). 

 

El centro de la preocupación que se manifiesta en estas líneas es la aparición de nuevos 

fenómenos digitales que actualizan y acrecientan las relaciones entre legalidad, 

informalidad, e ilegalidad que ya existen en la prestación de servicios inmobiliarios. Lejos 

de encontrarse una solución para la informalidad y la ilegalidad, cada vez más, nuevas 

formas de relaciones sociales hacen necesarias reflexiones más complejas sobre estos 

fenómenos. En especial, cuando se trata de países no desarrollados donde “el sistema 

legal excluye cerca del 80% de la población” (Soto, 2019, p. 221). Para los científicos 

sociales el tema no está agotado. La literatura académica sigue revelando que existe 

una variedad de definiciones que se han dado y se dan para comprender “lo legal”, “lo 

ilegal”, “lo informal” y, las relaciones que tienen estos fenómenos entre sí, al igual que 

una variedad de metodologías para su estudio. Por lo tanto, la reflexión sobre la 

dinámica de las relaciones que se tejen entre estos fenómenos es importante para las 

ciencias sociales, en especial para la economía. 

 

A primera vista podría pensarse que definir ilegalidad e informalidad depende de lo que 

se asuma como legalidad. Ejemplo de esto es que, con una búsqueda simple en internet, 

una persona se puede percatar de que lo ilegal se define como aquello contrario a la 

ley, y lo informal como aquello que se realiza por fuera de los formalismos de esta. Sin 
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embargo, estos lugares comunes soslayan la importancia que los científicos sociales le 

dan al poder comprender y explicar los fenómenos en su complejidad. Lo hacen porque 

se sustentan en una lógica dicotómica que asume que, por ejemplo, la ilegalidad es 

diametralmente opuesta a la legalidad y que ocurre al margen de ella. Una perspectiva 

así lleva a pensar que la ilegalidad, la informalidad y la legalidad son conceptos que se 

pueden delimitar en su totalidad, y que, en la práctica, como fenómenos, cuando uno no 

ocurre o no puede rastrearse, entonces ocurre el otro. 

 

Desde las ciencias sociales se promueven reflexiones más complejas sobre las 

relaciones entre la ilegalidad, la informalidad y la legalidad. Al menos, dentro de las 

reflexiones de economía, política y sociología, es posible destacar tres perspectivas en 

el estudio de estos fenómenos. Estas pueden resumirse en las siguientes tesis: 1. El 

sistema de propiedad, y la incapacidad de gestionar la propiedad y la riqueza generan 

informalidad e ilegalidad; 2. La ilegalidad y la informalidad conforman la “economía en 

las sombras” o la “economía subterránea”; y 3. La informalidad, la legalidad y la 

ilegalidad son fenómenos conexos e imbricados. Las dos primeras reflexiones surgen 

en el seno de la economía y la última en el seno de la sociología. 

 

Hernando de Soto es el exponente de la primera tesis. En su libro “El misterio del 

Capital” (2019), este economista peruano defiende que la ilegalidad y la informalidad 

son fenómenos extendidos en los países en vías de desarrollo y en aquellos que salen 

del comunismo. La razón de la prevalencia de estos fenómenos en estos países es, 

para él, el resultado de un sistema de administración de la propiedad que no se ha 

desarrollado como en los países del primer mundo. Según esta perspectiva, la ilegalidad 

y la informalidad predominan cuando los activos no pueden ser comercializados gracias 

a que los derechos de propiedad no pueden ser bien definidos. Desde la mirada de Soto, 

lo ilegal e informal son excepciones al deber ser, excepciones a la legalidad – en el 

primer mundo y, en el tercero, son la regla. Por esta razón, su propuesta económica gira 

en torno a delimitar los derechos de propiedad en los países en desarrollo y en los que 

salen del comunismo de tal forma que se fijen los activos y se posibilite realizarlos como 

capital. Así expuesta, la mirada de Soto entiende a la informalidad y a la ilegalidad como 

los resultados de un inadecuado sistema legal de propiedad. 

 

La segunda tesis denomina a las actividades económicas ilegales e informales como 

“economía en las sombras” o “economía subterránea”. Según esta postura, las 

actividades informales e ilegales generan ingresos económicos y, por lo tanto, estarían 

sujetas a impuestos si fuesen declaradas a las autoridades tributarias. Sin embargo, 
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como esto no ocurre, las transacciones quedan ocultas para el sistema legal. De ello, la 

denominación de oculto y subterráneo de este tipo de economías. La perspectiva que 

exponen Friederich Schneider y Dominik Enste parte de la idea de que existe un sistema 

oficial del que se esfuerzan por esconderse los actores informales e ilegales. La razón 

de esta situación se encuentra en que el sistema legal genera fuertes cargas 

impositivas, los aportes a la seguridad social cada vez son mayores, al igual que las 

restricciones en el mercado laboral; y las tasas salariales son bajas dentro del sistema 

oficial (Schneider & Enste, 2002). Por estas razones, para ellos, el sistema económico 

oficial-legal es el responsable de afrontar el reto que representan las actividades ilegales 

e informales para la economía y la política social buscando mecanismos de visibilización 

y declaración de estas. Así expuesta, la mirada de estos economistas entiende la 

informalidad y la ilegalidad como fenómenos que existen y que son complejos de 

estimar, pero a los que conviene enfrentarse en procura de prevenir sus efectos en la 

economía oficial (Schneider & Enste, 2013). 

 

Finalmente, la tercera tesis afirma que no es posible diferenciar entre los fenómenos 

legales, ilegales e informales porque estos están profundamente imbricados. Este 

planteamiento parte principalmente de investigaciones de corte sociológico que estudian 

la política pública y las actividades delincuenciales. Desde esta mirada, los actos y 

actores ilícitos han formado y forman parte de los procesos e instituciones a escala 

urbana, regional y global. Al hacer parte integral de ellos, no es posible establecer límites 

entre aquello que es informal, legal o ilegal. Gracias a lo cual se entiende que todos los 

fenómenos interactúan entre sí y con su entorno (Chiodelli et al., 2018). La interacción 

se da en el marco de la utilización de redes e infraestructuras que no podrían definirse 

claramente solo desde los términos de la legalidad (Guerrero-C & Martin, 2021). A nivel 

micro, por ejemplo, los fenómenos están incrustados en las relaciones sociales 

familiares, laborales, entre otras; y a nivel macro, lo hacen en las políticas y en las leyes 

que los condicionan (Lupsha, 1983). Por lo que, los fenómenos catalogados de ilegales 

e informales no pueden ser separados del contexto de la red en dónde se producen 

(Kleemans & van de Bunt, 1999). Una idea de Peter Lupsha puede ser un buen resumen 

de esta perspectiva: los negocios ilegales solo se pueden sostener por su imbricación 

con los negocios legales (1981), o lo que es lo mismo: la legalidad, la informalidad y la 

ilegalidad se coproducen. 

 

En conjunto, las tres perspectivas señaladas evidencian, como ya se dijo más arriba, 

que aquellos fenómenos catalogados como ilegales o informales van más allá de ser lo 

opuesto a lo legal-formal. La complejidad se manifiesta cuando se observa que, de 
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forma independiente a la perspectiva, aquello que es ilegal o informal está determinado 

por diversos factores sociales (locales y globales) como el sistema de propiedad, el 

sistema fiscal o la misma coproducción que estos fenómenos realizan de sí-mismos en 

todas las escalas. Ya se ha dicho que, múltiples perspectivas pueden dar origen a 

múltiples investigaciones, y esto es lo que ha ocurrido en el caso de los estudios sobre 

las relaciones legal-ilegal-formal. 

 

Desde el año 2010 hasta el 2022, en una base de datos como Scopus, se presenta una 

tendencia creciente en la publicación de artículos que abordan los fenómenos de 

legalidad, ilegalidad e informalidad. Mientras en periodos anteriores, menos de 7 

artículos se publicaban al año en aquella base de datos, desde entonces, las cifras 

aumentan cada año sin disminuir de este tope. Los investigadores de diversas latitudes 

se interesan cada vez más en estos fenómenos. Lo que se evidencia en la gráfica 1: 

Gráfica 1. Publicaciones por año que relacionan “ilegal”, “informal” y “legal”. 

Tomado de Scopus con datos a la fecha del 1 de noviembre de 2022. 

 

Los estados latinoamericanos han sido catalogados, en algunos casos, como estados 

débiles en los que prolifera la ilegalidad y la informalidad. Economistas, sociólogos, 

politólogos y otros académicos han intentado entender el fenómeno. El trabajo informal, 

la conformación de barrios periféricos, el narcotráfico y la evasión de impuestos son solo 

unos pocos ejemplos de la diversidad de objetos de estudio que llaman la atención de 

un creciente número de investigadores que se interesan en publicar sobre estos temas. 

Interés que no es ajeno a la representatividad que la ilegalidad y la informalidad tienen 
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en la región. Por ejemplo, en Colombia, según datos de Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), la tasa de informalidad es elevada y 

supera el 60% (2022). Este capítulo presenta un estado del arte de las investigaciones 

que se han realizado, desde las ciencias sociales y económicas, sobre las relaciones 

entre ilegalidad, informalidad y legalidad en los países latinoamericanos. Este balance 

se orientó, principalmente, en la pregunta: ¿Cómo se ha entendido la relación entre 

ilegalidad, legalidad e informalidad en las investigaciones que se han realizado sobre 

estos fenómenos dentro de los países latinoamericanos? 

 

Para contestar esta pregunta se realizó una búsqueda en la base de datos bibliográfica 

Scopus. Esta se seleccionó por ser la más completa para las ciencias sociales. Una vez 

en el entorno de búsqueda avanzada de la base, se digitó la ecuación “ilegal AND 

informal AND legal”. La raíz se completó al añadir cada uno de los países 

latinoamericanos, a su vez conectado con el operador “AND”. De forma tal que la 

construcción final de la ecuación fue: “ilegal AND informal AND legal AND nombre del 

país4”. La búsqueda se repitió hasta agotar el número de países. 

 

Los resultados arrojados por la base de datos fueron limitados a publicaciones 

realizadas entre 2018 y 2022, en formato artículo, para las áreas de economía, negocios 

y ciencias sociales. Se excluyeron los artículos que en su título señalaron expresamente 

que el objeto de su investigación no estaba enfocado en países latinoamericanos y/o 

que no tuviesen relación temática con la construcción de este estado del arte. Al terminar 

el proceso, se obtuvieron 186 registros, de los cuales se seleccionaron 68 artículos. Los 

demás registros se encontraban duplicados. En el proceso de sistematización de la 

información fueron descartados 3 artículos debido a que al revisarlos se encontró que 

no guardaban relación temática o conceptual con la pregunta orientadora. 

 

La información recolectada se analizó en una matriz de Excel en la que se consideraron 

los siguientes aspectos: el país objeto del artículo; otros países relacionados; el tema 

principal; el resumen; la conclusión; los fragmentos en los que los autores desarrollaron 

sus conceptualizaciones sobre ilegalidad, legalidad e informalidad; las relaciones que 

se establecieron en el artículo entre estos fenómenos; el área a la que pertenecía la 

investigación; y finalmente, se destinó una columna de la matriz para la toma de notas 

 
4 Para esta búsqueda se seleccionaron los países latinoamericanos soberanos: Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.  
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sobre aspectos relevantes del artículo. Adicionalmente, con las palabras clave de los 

artículos se realizó un análisis de concurrencias en el software VOSviewer. 

 

Los siguientes apartados presentan el resultado de este balance. La sección siguiente 

se ocupa de mostrar cómo algunos países, especialmente, Brasil, Colombia, Argentina, 

México y Perú son objeto de un importante número de investigaciones debido a la alta 

prevalencia que presentan de fenómenos ilegales e informales relacionados con la 

minería, el orden público, la administración de la vivienda y el comercio.  Además, esta 

sección evidencia que, en los últimos 5 años, nuevos temas emergieron para el estudio 

y la comprensión de las relaciones entre legalidad, informalidad e ilegalidad. La segunda 

sección de este capítulo presenta una aproximación a los conceptos de ilegalidad, 

informalidad y legalidad que asumen los artículos consultados. Se resalta la superación 

de visiones maniqueas sobre la ilegalidad y la informalidad y la adopción por parte de 

los autores de otros enfoques que asumen la complejidad y la movilidad que tienen estos 

conceptos en medio de diversas relaciones sociales y económicas.  Finalmente, en la 

tercera sección se detalla cómo la ilegalidad, la informalidad y la ilegalidad se relacionan 

de las siguientes formas: a. Se coproducen a partir de la iniciativa estatal y los actores 

sociales que coalimentan y legitiman al ordenamiento jurídico; b. Se movilizan “desde 

abajo” por parte de los diferentes actores sociales para construir con mayor o menor 

éxito el sentido que les permitirá ordenar sus formas colectivas de hacer; c. Presentan 

porosidades entre sí que hacen indistinguibles sus fronteras, principalmente en 

escenarios de violencia y en espacios de mercado; d. Fluyen a través del intercambio 

del mercado como lo hacen los mismos bienes y servicios que incorporan a lo largo de 

su cadena de producción y circulación varias combinaciones de estados legales, 

informales e ilegales; y e. Se resignifican a partir de la moralidad de las comunidades, 

especialmente las sindicales, que negocian constantemente su entendimiento sobre la 

legitimidad y la legalidad.  Para cerrar el capítulo, se concluye que, para el caso de 

Latinoamérica, los estudios analizados asumen que es la misma complejidad de las 

relaciones sociales, la que constantemente cuestiona y resignifica los campos de la 

legalidad y de la legitimidad, la ilegalidad y la ilegitimidad y de la informalidad y su 

tolerancia. 
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1. Legalidad, informalidad, ilegalidad: concurrencias 
temáticas y espaciales 

Cuando se habla de ilegalidad-informalidad-legalidad, los países latinoamericanos 

suelen ser mencionados. Académicos como Soto, Schneider y Enste, Chiodelli, 

Guerrero-C y Martin, Kleemans y van de Bunt; y Lupsha coinciden en centrar sus 

investigaciones en estos territorios o en otros países en desarrollo del continente 

africano. Lo hacen porque consideran que el sistema legal de estos Estados no es lo 

suficientemente fuerte, lo que impide capitalizar la propiedad dentro de ellos (Soto, 

2019) o; porque estiman que más de la mitad del PIB de estos países se relaciona con 

actividades informales o ilegales (Schneider & Enste, 2002, 2013) o; porque en 

Latinoamérica encuentran casos de estudio paradigmáticos que evidencian cómo se 

imbrican el tráfico, el crimen organizado, y la delincuencia con actividades legales e 

informales (Guerrero-C & Martin, 2021; Kleemans & van de Bunt, 1999; Lupsha, 1981, 

1983). Los artículos analizados para este capítulo complementan estas apreciaciones y 

evidencian que los fenómenos presentados en algunos países como Brasil, Colombia, 

Argentina, México y Perú son objeto de un importante número de investigaciones, no 

solo de forma individual, sino también desde los territorios fronterizos que comparten 

entre sí, en los que se evidencian dinámicas informales e ilegales. Además, estas 

publicaciones reflejan cómo, en los últimos 5 años, nuevos temas emergen para el 

estudio y la comprensión de las relaciones entre legalidad, informalidad e ilegalidad. 

Estas concurrencias temáticas y espaciales se muestran en la gráfica 2: 

Gráfica 2. Concurrencias de palabras clave en los 65 artículos analizados 
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Graficado en VOSviewer con datos a la fecha del 1 de noviembre de 2022.  

Este grafico de concurrencias permite extraer varias conclusiones, las cuales pueden 

agruparse así: 1. Relación país-temática; 2. Discusiones por clústeres de información y; 

3. Temas adyacentes. 

 

En cuanto a la relación país-temática, la gráfica muestra que Colombia, Brasil, Perú, 

Argentina y México son los territorios en los que los fenómenos de legalidad, ilegalidad 

e informalidad son más estudiados. Sin embargo, en cada uno de estos estados las 

temáticas y problemáticas que se abordan por parte de los investigadores son 

diferentes. En Colombia la discusión se centra entre los temas de conflicto armado, 

minería ilegal y artesanal, y comunidades autóctonas. En Brasil, los trabajadores 

informales, la vivienda informal, los problemas de espacio público y de administración 

de las fronteras, son el foco de las investigaciones. Llama la atención que en medio de 

estas dos redes de concurrencias se configura una discusión sobre la violencia. Lo que 

ocurre porque las problemáticas que se estudian en estos dos países se encuentran 

relacionadas a su vez con otros fenómenos como la producción y el tráfico de drogas, 

los trabajadores ilegales, la minería de oro, la juventud y la justicia juvenil. Los 

investigadores identifican que las problemáticas de ilegalidad e informalidad que 
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enfrentan estos Estados y su imbricación con otros fenómenos sociales y culturales 

tienen incidencia en la violencia interna al país. 

 

Con menos concurrencias que Brasil y Colombia, se encuentran Perú, Argentina y 

México. En el caso del Perú, el conflicto y la formalización minera en la Cordillera de los 

Andes asociados a los crímenes ambientales, configuran la discusión principal alrededor 

de este Estado. Desde otra perspectiva, en Argentina se examinan las relaciones 

ilegales e informales como producto de la gobernanza criminal, la economía popular, los 

asentamientos infórmales y las diferentes políticas y programas de regularización y 

legalización que se han aplicado en el país, provenientes desde actores estatales tanto 

nacionales como internacionales. Por su parte, en México, resalta el papel de las 

corporaciones en el crecimiento del problema de la informalidad habitacional. En el 

medio de la red de concurrencias que se forma alrededor de estos países surge la 

discusión sobre la dualidad informalidad-formalización. Las investigaciones señalan que 

estas problemáticas, y otras como las de la infraestructura habitacional, la minería, el 

crimen organizado y las economías ilícitas, se desprenden de un marco normativo difuso 

o inexistente para su regulación. En estos países el foco de la discusión se encuentra 

en relación con el papel del Estado y del orden legal en la configuración de los 

fenómenos de ilegalidad e informalidad. 

 

En cuanto a los clústeres de información, se observan 33 discusiones. Las 239 palabras 

clave que se recogieron de los artículos analizados se agruparon en cada uno de estos 

conjuntos. Las temáticas que se obtuvieron estaban relacionadas con la dupla país-

temática analizada en los párrafos anteriores. Sin embargo, es importante resaltar que 

los clústeres más amplios (con 14 y 13 concurrencias) se enfocan en tres ejes 

principales de investigación: el amazónico, el de la informalidad y el del conflicto minero.  

En el primero, la gobernanza, la gobernabilidad y la economía ilícita resaltan como 

inquietudes principales. En el segundo, los problemas de regulación de la vivienda, de 

manejo del espacio público, de asentamientos informales y de financiarización de la 

vivienda son asociados a los índices crecientes de informalidad. Finalmente, en el eje 

del conflicto minero, se evidencia que son inquietudes principales de los investigadores 

los crímenes ambientales, la minería artesanal y en pequeña escala, y la formalización 

minera. Algunos otros temas agrupados en los clústeres más pequeños son: política 

urbana y regulación del espacio público y el tránsito, política ambiental, paz territorial, 

orden social, ventas ambulantes e informalidad urbana, tráfico y homicidio. 
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Al margen de la red principal de concurrencias, se encuentran unos temas adyacentes. 

Aunque la relevancia de estos contenidos no es tan fuerte como la que se evidencia en 

las discusiones ya señaladas, llama la atención que estos asuntos se encuentren 

mencionados. Por fuera de las discusiones principales, se encuentran las 

investigaciones que abordan las economías de subsistencia, la financiarización de la 

vida, el clientelismo, la economía del cuidado, la migración, el aborto, el mercado laboral 

informal, y los cultivos ilegales y los asentamientos informales en algunos otros países 

latinoamericanos como Chile y Paraguay. Estos temas adyacentes evidencian que 

nuevos objetos de investigación y nuevos territorios han dado origen a las más recientes 

investigaciones. Las cuales también han asimilado que la comprensión de los 

fenómenos de ilegalidad-legalidad-informalidad se extiende al estudio de escenarios 

que se encuentran más allá de los conflictos asociados a la explotación del suelo y el 

subsuelo, la producción y el tráfico de drogas y, del trabajo y las rentas informales. Las 

mujeres, el cuerpo de las mujeres, las poblaciones marginalizadas y sus mecanismos 

de subsistencia, y el sistema crediticio son campos de investigación que se abren hacia 

el futuro.  

 

2. Una aproximación a los conceptos de legalidad, 
informalidad e ilegalidad 

La creciente apertura por parte de los investigadores hacia nuevos objetos para el 

estudio de los fenómenos de ilegalidad e informalidad en aspectos sociales y 

económicos es evidencia, a su vez, de una comprensión más amplia tanto de los 

problemas como de los conceptos con los cuales estos se abordan. En su conjunto, las 

investigaciones que se analizan para este estado del arte están en sintonía con la 

superación de la visión maniquea que considera “lo ilegal” como lo opuesto a “lo legal”; 

y a “lo informal” como un espacio intermedio entre estos dos. Las conceptualizaciones 

sobre legalidad, informalidad e ilegalidad concuerdan con el horizonte actual de la 

investigación en Ciencias Sociales y Económicas, que como ya se mencionó más arriba, 

apuesta por promover reflexiones que comprendan la complejidad de los fenómenos 

estudiados. 

 

Los artículos que aquí se analizan permiten ver que la ilegalidad, la informalidad y la 

legalidad no son categorías estáticas, por lo que la constante interacción entre el Estado, 

los diferentes actores sociales, los actores privados y, los contextos sociales y 

económicos moldean continuamente su definición. Entre los artículos analizados se 
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encuentran varios acuerdos sobre estas categorías, los cuales se detallan a 

continuación. A pesar de estos, también se pone de presente que en esta literatura se 

pueden encontrar definiciones que presentan a la ilegalidad y a la informalidad como 

fenómenos que se superponen en aspectos relacionados con el comercio y la minería. 

 

Uno de los aspectos clave identificados en esta revisión es la ausencia explicita de una 

definición del concepto de legalidad. Sin embargo, de manera implícita, los textos 

evidencian que aquello que se considera legal no depende exclusivamente de las 

capacidades de regulación del Estado y del ejercicio de la soberanía estatal. Estos no 

son los únicos mecanismos usados para definir lo legal o lo legítimo. De acuerdo con 

los artículos, son las tensiones entre la política pública, los grupos de interés y los 

actores locales, las que configuran y reconfiguran el marco de la legalidad en 

Latinoamérica (Criqui, 2020; Dewey, 2018; Ivancheva & Krastev, 2019; Martens et al., 

2022; Minhoto, 2020; Moriconi & Peris, 2019; Perelman, 2018; Salas Carreño & Hurtado, 

2018; Sánchez, 2022; Sandoval-Hernández, 2022; Thayer Correa & Tijoux Merino, 

2022; Torres & Ruiz-Tagle, 2018; Zoettl, 2021). Inclusive, algunas situaciones 

generadas por el vacío institucional en territorios marginales, de frontera o periféricos, 

no son consideradas expresamente como contrarias a la ley o informales, sino que se 

entienden como los mecanismos bajo los cuales el Estado facilita el ejercicio de sus 

funciones tanto legales como legítimas (Moriconi & Peris, 2019). 

 

De acuerdo con esta demarcación de la legalidad, los fenómenos informales e ilegales 

son considerados como móviles porque fluctúan entre ellos y de acuerdo con los 

contextos en los que se desarrollan (Ivancheva & Krastev, 2019; Perelman, 2018; Santo 

et al., 2018). Las leyes y los agentes los asimilan como tal conforme al espacio en el 

que ocurren, al grado de legitimidad que se les otorga a los actores, y a la actividad 

económica que involucran (Assis & Erdman, 2021; Amonte, 2021; Dewey, 2018; Fromm, 

2019; Ivancheva & Krastev, 2019; Kaufmann & Côte, 2021; Leal, 2018; Moriconi & Peris, 

2019; Nogueira, 2019; Perelman, 2022; Pinheiro-Machado, 2018). Esta visión es 

reproducida por los investigadores quienes asumen, por ejemplo, que la informalidad es 

un fenómeno predominantemente urbano que involucra actores legítimos, para cuyo 

estudio son interesantes los temas que se relacionan con el empleo, el mercado, el 

comercio y, el acceso a la vivienda y al sistema financiero (Basile & Ehlenz, 2020; 

Bittencourt et al., 2018; Camargo, 2020; Criqui, 2020; Dombroski, 2020; Fernandes, 

2021; Ojeda & Pino, 2019a, 2019b; Oosterbaan, 2021; Sánchez, 2022; Stiphany et al., 

2022; Torres & Ruiz-Tagle, 2018; Wigle, 2020). La informalidad normalmente se 

presenta como tolerada y encausada por parte del Estado (Dewey, 2018; Fromm, 2019; 
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Martens et al., 2022; Moriconi & Peris, 2019; Sandoval-Hernández, 2022). Los 

investigadores consideran que no ocurre lo mismo con los fenómenos ilegales que 

tienden a ser rechazados y reprimidos por numerosos agentes estatales, económicos y 

sociales (Assis & Erdman, 2021; Benites, 2022; Fromm, 2019; Kaufmann & Côte, 2021; 

le Billon et al., 2020; Leal, 2018; Pinheiro-Machado, 2018; Stefanus & Vervaele, 2021). 

Para estos autores, la ilegalidad se da en mayor medida en espacios marginales, de 

frontera y rurales e involucra actores ilegítimos (Perelman, 2018). Allí las soberanías en 

disputa entre el Estado y los grupos delincuenciales por la explotación de recursos 

naturales, la extracción de materias primas y el comercio de contrabando configuran el 

marco para definir lo ilegal (Dias, 2020; do Espírito Santo & Voks, 2021; Feltran & 

Maldonado, 2022; Grillo, 2019; Lara-Rodríguez, 2021; Minhoto, 2020; Monsalve Parra, 

2006; Ojeda & Pino, 2019b; Pinheiro-Machado, 2018; Rabossi, 2021; Sanjurjo, 2021; 

Sapori, 2020; Vargas, 2021; Zoettl, 2021). 

 

En las investigaciones, son los problemas demográficos y habitacionales los que 

preocupan y, por lo tanto, moldean el concepto de informalidad que asumen los artículos 

analizados. Desde ellos, se evidencia cómo en Latinoamérica el acceso a una vivienda 

digna, enfrentado a la constante migración de personas da lugar a la reflexión sobre el 

hábitat informal y el uso del espacio público (Basile & Ehlenz, 2020; Camargo, 2020; 

Ivancheva & Krastev, 2019; Nogueira, 2019; Rolnik et al., 2021; Stiphany et al., 2022; 

Torres & Ruiz-Tagle, 2018; Wigle, 2020). Esta perspectiva, les considera informales a 

todas las actividades de arrendamiento de vivienda urbana popular, de asentamientos 

en espacios no regulados y de los diferentes usos dados a las viviendas que no se 

relacionan con la habitación (Basile & Ehlenz, 2020; Bittencourt et al., 2018; Criqui, 

2020; Dombroski, 2020; Fernandes, 2021; Oosterbaan, 2021; Stiphany et al., 2022; 

Torres & Ruiz-Tagle, 2018; Wigle, 2020). Esto es a causa de que la presión demográfica 

aumenta las construcciones en los márgenes y la informalidad habitacional (Criqui, 

2020; Dombroski, 2020; Ojeda et al., 2020; Ojeda & Pino, 2019b), situación que se 

muestra como agravada por los servicios crediticios que ofrecen las entidades 

financieras formales para adquirir vivienda (Camargo, 2020; Rolnik et al., 2021; 

Sánchez, 2022). El aumento de las construcciones y la llegada de nuevas personas a 

las ciudades posibilitan que las edificaciones recién adquiridas se subarrienden y que, 

alrededor de ellas, se generen nuevas economías informales dentro de las urbes 

(Camargo, 2020; Sánchez, 2022). Este acento sobre la economía informal lleva a los 

investigadores a reflexionar a su vez sobre los aspectos laborales y comerciales que 

involucran a la contratación y a las ventas informales. El uso del espacio público y los 

nuevos usos de las viviendas (Ivancheva & Krastev, 2019; Nogueira, 2019; Perelman, 
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2022; Rolnik et al., 2021; Santo et al., 2018) son señalados, por los artículos 

consultados, como los fenómenos que mayor incidencia tienen en el crecimiento del 

comercio y el empleo informal, debido a la incapacidad de las instituciones 

latinoamericanas de generar, en el corto plazo, condiciones laborales formales para un 

creciente número de personas (Leal, 2018; Thayer Correa & Tijoux Merino, 2022). 

 

Para enfrentarse a la ilegalidad, los artículos analizados optan por otro matiz: la 

ilegalidad se define a partir del carácter particular que representan frente a la 

informalidad, los componentes deliberadamente ocultos y contrarios a la ley que 

expresan los actos y actores ilegales. Estos son investigados, en su mayoría, dentro de 

zonas de frontera, marginales y rurales en las que diversos agentes suplen las funciones 

del Estado y/o realizan actividades no permitidas, o bien porque desafían la ley, o bien 

porque esta no se les aplica. Por lo tanto, estos agentes exigen al conjunto de la 

sociedad actuar de conformidad con sus disposiciones a pesar de que se les considere 

ilegítimas (Perelman, 2018). Las elecciones temáticas, que conforman los objetos de 

estudio de los investigadores, permiten interpretar que son las necesidades básicas y 

las necesidades de seguridad, de transporte, y de servicios públicos, las que generan la 

aparición de grupos que ofrecen y controlan los mercados ilegales en Latinoamérica 

(Dias, 2020; do Espírito Santo & Voks, 2021; Lara-Rodríguez, 2021; Monsalve Parra, 

2006; Ojeda & Pino, 2019b; Vargas, 2021). Este ejercicio del control, consideran los 

autores, involucra la violencia y la criminalidad, como actividades a las que se dedican 

poblaciones vulnerables, jóvenes y migrantes (Feltran & Maldonado, 2022; Rabossi, 

2021; Zoettl, 2021), al estudio de la ilegalidad (Dias, 2020; Feltran & Maldonado, 2022; 

Grillo, 2019; Lara-Rodríguez, 2021; Minhoto, 2020; Monsalve Parra, 2006; Pinheiro-

Machado, 2018; Sanjurjo, 2021; Sapori, 2020). 

 

En el espacio liminal entre la ilegalidad y la informalidad, los autores ubican tanto a la 

minería y a la extracción de recursos naturales en pequeña y mediana escala; como al 

comercio informal o fronterizo. En estas actividades, las investigaciones tienden a tener 

definiciones controversiales sobre aquello que se considera informal o ilegal.  En el 

primer caso, una buena parte de la actividad económica es considerada informal, porque 

la extracción del mineral se realiza con apoyo de actores regulares (Cano & Kunz, 2022; 

O’Brien et al., 2021; Salas Carreño & Hurtado, 2018; Stefanus & Vervaele, 2021). Por el 

contrario, se toma como ilegal la actividad organizada que se vincula con actores 

irregulares para garantizar el dominio del mercado o el control de espacios y mano de 

obra. También, la que se vincula con otras actividades económicas ilegales como el 

narcotráfico (Benites, 2022; Brombacher et al., 2021; Cisneros, 2021; Duff & Downs, 
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2019; Espin & Perz, 2021; Froese et al., 2022; Jonkman, 2019; Kaufmann & Côte, 2021; 

le Billon et al., 2020; Lugo, 2020; Monge, 2021; Saavedra & Romero, 2021; Veiga & 

Marshall, 2019; Wesche, 2022). Sin embargo, la frontera se desdibuja cuando la 

actividad minera se relaciona con la contaminación ambiental (Damonte, 2021; O’Brien 

et al., 2021; Veiga & Marshall, 2019) y con un mercado que permite que el mineral no 

registrado pueda ser comercializado con el objetivo de lavar dinero o de financiar grupos 

ilegales (Veiga & Marshall, 2019). En este punto, los autores tienden a enfocarse más 

en las relaciones que permiten o motivan la extracción de los recursos. En cuanto al 

comercio informal o fronterizo este es entendido como informal solo cuando se da en 

espacios marginales y favorece la inclusión a partir de la circulación de productos no 

autorizados (Freier & Zubrzycki, 2021; Perelman, 2018). Por su parte, el fenómeno ilegal 

tiende a ser visto como el que posibilita la movilidad de diversas mercancías, 

principalmente las no autorizadas (Fromm, 2019; Rabossi, 2021) por espacios en los 

que diferentes actores ejercen la fuerza. La frontera con la actividad ilegal se desdibuja 

cuando el uso indiscriminado del espacio público se complementa con la venta de 

productos no autorizados, porque aumenta el ejercicio de la violencia y se favorece el 

contrabando y los vínculos clientelares. (Assis & Erdman, 2021; Dewey, 2018; Leal, 

2018; Martens et al., 2022; Rabossi, 2021; Santo et al., 2018; Vargas, 2021). 

 

En general, los estudios recientes sobre informalidad, legalidad e informalidad en 

Latinoamérica muestran que estas son categorías complejas que se configuran a partir 

de una serie de relaciones entre ellas. La forma en la que son entendidas estas 

relaciones se detalla en la siguiente sección.  

 

3. Las relaciones entre legalidad, informalidad e ilegalidad 
en la literatura 

Las investigaciones consultadas para este balance, además de señalar lo complejo del 

ejercicio de demarcar los conceptos de legalidad, informalidad e ilegalidad, evidencian 

que esta complejidad se traslada a los aspectos empíricos en los que se estudian las 

relaciones que se dan entre estos fenómenos. Dentro de los 65 artículos consultados 

se encontraron 5 concepciones diferentes sobre estas relaciones, las cuales no son 

necesariamente excluyentes entre sí, pero se presentan de manera independiente en 

los siguientes apartados. 
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Los artículos muestran que la legalidad, la informalidad y la ilegalidad: 1. Se coproducen 

a partir de la iniciativa estatal y los actores sociales que coalimentan y legitiman al 

ordenamiento jurídico; 2. Se movilizan “desde abajo” por parte de los diferentes actores 

sociales para construir con mayor o menor éxito el sentido que les permitirá ordenar sus 

formas colectivas de hacer; 3. Presentan porosidades entre sí que hacen indistinguibles 

sus fronteras, principalmente en escenarios de violencia y en espacios de mercado; 4. 

Fluyen a través del intercambio del mercado como lo hacen los mismos bienes y 

servicios que incorporan a lo largo de su cadena de producción y circulación varias 

combinaciones de estados legales, informales e ilegales; y 5. Se resignifican a partir de 

la moralidad de las comunidades, especialmente las sindicales, que negocian 

constantemente su entendimiento sobre la legitimidad y la legalidad. 

3.1. La coproducción de la informalidad y la ilegalidad a partir de la iniciativa 
legislativa estatal 

Para algunas de las investigaciones consideradas en este balance, “lo informal”, “lo 

ilegal” y “lo legal” se coproducen. Esta relación bidireccional comienza con la iniciativa 

estatal que determina, mediante un conjunto de leyes y disposiciones, el marco de lo 

legal. De acuerdo con este marco, los diversos agentes sociales asumen una serie de 

comportamientos que, conforme a sus intereses asimilan, resisten o niegan, y con ello, 

co-alimentan los ordenamientos jurídicos y la legitimidad estatal (Damonte, 2021; 

Dewey, 2018; Duff & Downs, 2019; Espin & Perz, 2021; Fernandes, 2021; Freier & 

Zubrzycki, 2021; Froese et al., 2022; Fromm, 2019; Kaufmann & Côte, 2021; Lara-

Rodríguez, 2021; Monge, 2021; Newman, 2022; Ojeda et al., 2020; Oosterbaan, 2021; 

Prouse, 2019; Saavedra & Romero, 2021; Stefanus & Vervaele, 2021; Stiphany et al., 

2022; Thayer Correa & Tijoux Merino, 2022; Veiga & Marshall, 2019). El Estado aprende 

de las actuaciones de estos agentes y cuando no, ellos le imponen retos frente a los 

cuales se debe de proceder para alinear, mediante nuevas políticas e incentivos, las 

voluntades locales y regionales. Las nuevas reglas que surgen como resultado de este 

proceso, movilizan nuevamente a los actores sociales, por lo que el ciclo continúa 

indefinidamente. 

 
De acuerdo con esta concepción, la división entre lo legal-informal-ilegal es asumida por 

los autores como performativa (Prouse, 2019), porque para ellos, tanto los agentes 

sociales como los estatales son quienes, con su accionar, demarcan continuamente los 

límites y reformulan las relaciones entre estos fenómenos. En el conjunto de estas 

investigaciones se evidencia cómo los Estados latinoamericanos, conforme con sus 

capacidades institucionales formales, intervienen a través de las normas y de los 
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agentes encargados de su aplicación en los territorios que los conforman, pero en estos 

espacios se encuentran con instituciones informales e ilegales que se empoderan 

gracias a la falta de aplicación de la ley, a la impunidad y a la presencia de estructuras 

de poder alternativas. En los territorios, el Estado replantea constantemente el orden 

político; también porque requiere del apoyo de todos los actores para poder intervenir, 

incluso de los ilegales, con los que negocia o riñe espacios de legitimidad (Damonte, 

2021). 

 

La coproducción de la legalidad, ilegalidad e informalidad, en medio de la tensión entre 

la iniciativa del Gobierno y las reacciones de los diversos actores sociales frente a ella 

no es más que el resultado del ejercicio de la gobernabilidad y la política. En las 

investigaciones que comparten esta perspectiva, la oferta de servicios y la presencia 

estatal son vistos como parte de un juego en el que los agentes negocian con la 

aplicación de la ley para tener beneficios y favorecer sus propios intereses (Dewey, 

2018; Froese et al., 2022; Fromm, 2019). Conforme con los autores, esta coproducción 

es notoriamente visible en la regulación minera, en el derecho comercial, en el derecho 

laboral y en las políticas públicas que rigen el ordenamiento territorial. 

 

En cuanto al derecho minero se considera que, mediante la producción de normas el 

Estado debe responder a un diálogo que demarque los límites aceptados de la 

extracción (Lara-Rodríguez, 2021; Monge, 2021). Sin embargo, esto no es lo que ocurre 

en la práctica, porque la legislación para la formalización minera produce numerosas 

ambigüedades entre lo informal y lo ilegal (Espin & Perz, 2021). Los autores están de 

acuerdo en que los vacíos legales favorecen la persistencia de las actividades 

informales en los territorios mineros, lo que parece resistir a la voluntad estatal. Frente 

a este panorama, los agentes estatales pueden recurrir al derecho penal, a la presencia 

gubernamental, y a los programas de capacitación y de educación, como estrategias 

alternas de regulación (Stefanus & Vervaele, 2021; Veiga & Marshall, 2019). Sin 

embargo, todas estas acciones producen tensiones. Solo en medio de ellas, se ponen 

en marcha los proyectos que definen la frontera entre lo ilegal, legal, formal en la 

actividad minera (Duff & Downs, 2019; Kaufmann & Côte, 2021; Monge, 2021; Saavedra 

& Romero, 2021). 

 

En el caso del derecho comercial, los autores consideran que la agencia económica 

emerge como intrínseca a la agenda política y a los parámetros de la legalidad. Según 

ellos, es la legislación la que devela los nuevos objetivos y características de la actividad 

económica. Esta agenda, que se presenta como iniciativa estatal es el resultado de 
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intereses públicos y privados que buscan abrir el flujo del capital dentro de las zonas 

marginales. A pesar de este escenario, los autores consideran que son los actores 

sociales quienes interpretan, a través de sus actos y conforme con sus necesidades y 

opciones de consecución de recursos, las posibilidades y el marco regulatorio del 

mercado (Monge, 2021). Frente a la agencia de los actores del mercado, el Estado 

responde con la penalización y con nuevas leyes de control, que a medida que emergen, 

delimitan nuevamente las definiciones de lo ilegal y lo informal. 

 

En materia de derecho laboral, los autores consideran que las necesidades de inclusión, 

la delimitación legal de los sujetos que se considera legítimos incluir, y las formas de 

hacerlo tienen gran incidencia en la producción de la informalidad y la ilegalidad laboral 

(Freier & Zubrzycki, 2021; Newman, 2022; Ojeda et al., 2020). Según su perspectiva, es 

el Estado quien produce y reproduce, para el conjunto de las personas, los estatutos de 

la legalidad, pero las consideraciones que se tienen sobre los fenómenos que atraviesan 

los migrantes, mujeres y obreros, les permiten a las corporaciones que conforman a este 

ente, formular las leyes en materia laboral y a partir de ellas producir nuevas realidades 

en los mercados laborales informales e ilegales (Dewey, 2018; Fernandes, 2021; Thayer 

Correa & Tijoux Merino, 2022). 

 

Finalmente, en el marco de la política pública, los autores consideran que el Estado es 

el que produce el ordenamiento territorial y frente a él, los actores que son vulnerados 

reaccionan en favor de garantizar sus derechos. Este ejemplo de coproducción de 

ilegalidad-legalidad-informalidad, es estudiado en relación con las actividades 

informales e ilegales dentro de los barrios y favelas, como el abastecimiento de servicios 

públicos y el saneamiento de vivienda. Inicialmente, estas actividades deberían ser 

producto de una política y una acción estatal que reconoce los derechos de los 

habitantes a la vivienda dotada de servicios públicos (Dias, 2020; Oosterbaan, 2021) 

pero, en el momento en el que se incumplen las garantías de ellos, los actores en el 

territorio generan una oferta de servicios alterna. El mantenimiento de estos servicios 

informales e ilegales se alimenta de la tensión entre derechos humanos y regulaciones 

comerciales y habitacionales. En este contexto, la ilegalidad y la informalidad se 

coproducen a partir del accionar del Estado frente a la demanda y a la oferta extraestatal 

de servicios (Stiphany et al., 2022; Torres & Ruiz-Tagle, 2018).  
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3.2  Lo ilegal, legal e informal como categorías que pueden ser movilizadas por 
los actores sociales 

No todas las investigaciones sobre ilegalidad, legalidad e informalidad en Latinoamérica 

comparten la perspectiva normativa y Estado-céntrica que afirma que la ley es la primera 

encargada de producir el orden y establecer fronteras entre lo legal y sus “contrapartes” 

(Rabossi, 2021). Algunos autores piensan que las relaciones entre estos fenómenos se 

configuran gracias a que lo que se considera ilegal o informal puede ser movilizado por 

parte de los actores, con mayor o menor éxito, hacia la legalidad (Perelman, 2022). Si 

bien, estos autores no niegan el papel del Estado en la producción de la legalidad, 

afirman que tal producción, contraria a depender de una imposición de “arriba hacia 

abajo”, ocurre de “abajo hacia arriba”. Desde su perspectiva, son los actores y la 

sociedad en general los que tienen un papel más visible en la producción y 

resignificación de la legalidad, la informalidad y la ilegalidad (Benites, 2022; Brombacher 

et al., 2021; Camargo, 2020; Dombroski, 2020; Fromm, 2019; Jonkman, 2019; le Billon 

et al., 2020; Leal, 2018; Lugo, 2020; O’Brien et al., 2021; Ojeda & Pino, 2019b; 

Perelman, 2022; Prouse, 2019; Rabossi, 2021; Salas Carreño & Hurtado, 2018; 

Sanjurjo, 2021; Santo et al., 2018; Sapori, 2020; Thayer Correa & Tijoux Merino, 2022; 

Torres & Ruiz-Tagle, 2018; Wesche, 2022; Wigle, 2020). 

 

Conforme a la postura de estos autores, la construcción de la ilegalidad y la legalidad 

no emana de los actos o de las cosas, sino de los contextos en los que ellas circulan, 

porque los actores sociales – el Estado, entre ellos- movilizan sus entendimientos sobre 

lo ilegal, legal, e informal para construir, con mayor o menor éxito, el sentido que les 

permitirá ordenar sus formas colectivas de hacer (Perelman, 2022; Wesche, 2022). En 

esta movilización también tienen un papel las políticas públicas y las agendas estatales, 

pero su hegemonía no se concibe como indiscutible porque el Estado se enfrenta a la 

demanda y a la movilización contrahegemónica (Benites, 2022; Lugo, 2020; Salas 

Carreño & Hurtado, 2018). En medio de este enfrentamiento, que pone el centro de 

atención en los contextos sociales en los que surgen aquellas demandas, la 

construcción de la legalidad, la informalidad y la ilegalidad, es vista como el resultado 

de la forma en la que se resuelven los problemas sociales (Jonkman, 2019). 

 

Desde esta perspectiva, la delimitación de la informalidad, la legalidad y la ilegalidad, es 

considerada como un ejercicio de co-gobernanza donde los actores sociales, lejos de 

ser excluidos de la producción de una ley que se les impone y a la que resisten 

(Camargo, 2020), juegan un papel primario en el proceso legislativo (Jonkman, 2019). 
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Ellos construyen el deber ser de la norma, desde sus propias prácticas, antes que la ley 

les sea impuesta por parte del Estado. Aunque se reconoce que el Estado puede 

movilizar “desde arriba” formas alienantes de formalización, criminalización e 

industrialización, las comunidades locales se perciben como empoderadas para 

participar en la construcción y remediación de lo legal (le Billon et al., 2020). Por lo tanto, 

también se considera que las soluciones al problema de la interacción comunitaria con 

la legalidad y la formalidad estatal están en las bases comunitarias (Torres & Ruiz-Tagle, 

2018). 

 

La perspectiva “desde abajo” que toman estos autores asume también que el Estado, la 

empresa y la sociedad, como agentes del desarrollo, tienen diversos fines y, por ende, 

se articulan de diversas formas al enfrentarse a los retos que impone la legislación. Al 

hacerlo, estos agentes crean y reproducen sistemas de inclusión-exclusión que llevan a 

las poblaciones vulnerables a ubicarse en órdenes y lugares que otros considerarían 

informales o ilegales, con el objetivo de garantizar sus necesidades básicas (Wigle, 

2020). En medio de la consolidación de la trama social del desarrollo, los flujos de 

personas tejen entramados entre lo ilegal/legal (Santo et al., 2018), las cuales se 

manifiestan principalmente en las dinámicas del mercado y la economía. 

 

Un ejemplo de la configuración del orden por parte de la población que se enfrenta a las 

dinámicas del desarrollo en Latinoamérica ocurre en la competencia por el suelo 

capitalizable. En este escenario, los agentes que no pueden ingresar en las instituciones 

crean nuevas organizaciones sociales, las cuales, en medio de las disputas por el 

espacio público, se vuelven una amenaza para el orden. (Prouse, 2019). Estos agentes, 

constituidos de manera orgánica, adquieren un papel predominante en la definición de 

políticas a nivel metropolitano (Dombroski, 2020; Thayer Correa & Tijoux Merino, 2022). 

Los grupos de interés moldean la agenda legislativa hacia un escenario que los 

favorece, también porque señala a su competencia como ilegal o informal (Sanjurjo, 

2021). De forma similar ocurre, con otros actores que, en el marco del mercado, buscan 

acceder a posibilidades de éxito. El acceso privilegiado a los recursos genera 

competencia entre ellos, (Leal, 2018; Ojeda & Pino, 2019b) y motiva la intervención de 

organizaciones e instituciones ilegales y legales. El mercado consolida, en medio de 

todos estos juegos del poder, la legalidad, ilegalidad e informalidad de las acciones 

(Fromm, 2019; Rabossi, 2021). Algunos de estos juegos involucran violencia, y esta se 

agrava por la inseguridad, la criminalización y la marginación. Cuando ello ocurre, las 

instituciones estatales tienen un papel discutible en el establecimiento del orden 

(Brombacher et al., 2021; Lugo, 2020; Sapori, 2020; Wesche, 2022) que deja de ser 
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materia estrictamente legislativa, para consolidarse mediante acuerdos temporales 

informales. 

 

Lo que muestra esta perspectiva, que enfatiza el papel de los actores sociales en la 

definición de lo legal, es que tal definición es inestable. No conformes con una realidad 

que los excluye, aquellos actores crean el orden (lo hacen también como un mecanismo 

de resistencia) (Prouse, 2019). El enfrentamiento que ello suscita moviliza 

continuamente el ámbito de la legalidad, que tiende a ser asumido como propio del 

Estado. Sin embargo, este ente, con el objetivo de conservar su hegemonía recurre a la 

coerción y la formalización como un mecanismo para estabilizar estas propuestas 

sociales que parecen frágiles (Benites, 2022; Fromm, 2019; Lugo, 2020; O’Brien et al., 

2021; Wesche, 2022).  

3.3 La frontera porosa entre la ilegalidad, la informalidad y la legalidad 

Las dos perspectivas anteriores comparten una postura similar: la relación entre la 

ilegalidad, legalidad e informalidad puede estudiarse a partir de la definición del orden. 

El orden, bien sea el que se produce “desde arriba”, o el que se produce “desde abajo” 

tiende a ser el parámetro para entender como frente a este, el Estado y la sociedad 

producen resistencias y sinergias en las que se definen también los ámbitos de la 

informalidad y la ilegalidad en los países latinoamericanos. Sin embargo, otro conjunto 

de autores señala que la relación entre la legalidad, la ilegalidad y la informalidad no se 

da en términos opuestos, pues, a pesar de que estos fenómenos ideológicamente han 

sido construidos como contrarios entre sí, en la realidad y en la práctica, ellos se 

desdibujan en medio de una frontera porosa (Cano & Kunz, 2022; Feltran & Maldonado, 

2022; Grillo, 2019; Lara-Rodríguez, 2021; Martens et al., 2022; Minhoto, 2020; Santo et 

al., 2018; Zoettl, 2021). El juego económico neoliberal (Minhoto, 2020) y el ejercicio de 

la violencia estatal son los ejemplos a los que los autores recurren para mostrar los 

escenarios donde esta porosidad se manifiesta con mayor fuerza. 

 

En el primer caso, la frontera porosa entre la ilegalidad, la legalidad, y la informalidad se 

construye en el medio del flujo del mercado (Minhoto, 2020; Santo et al., 2018). En 

especial, cuando el desarrollo económico es una aspiración de sectores fronterizos y 

marginales impone la necesidad de una coexistencia entre actividades ilegales, 

informales y delictivas (Feltran & Maldonado, 2022), en la cual se borra la frontera entre 

estas (Feltran & Maldonado, 2022). En el mercado, la porosidad se visibiliza en algunos 

aspectos ininteligibles de la economía como la pérdida o el robo de dineros legales en 

mercados ilegales (Feltran & Maldonado, 2022) , la circulación de dinero ilegal por medio 
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de actividades legales y el intercambio de bienes políticos en mercados ilegales e 

informales (Minhoto, 2020). 

 

Cuando se analizan entornos donde predomina la violencia, en especial la estatal 

(Feltran & Maldonado, 2022; Grillo, 2019; Zoettl, 2021), también se desdibuja la frontera 

entre lo ilegal, lo legal y lo informal. La porosidad se visibiliza cuando el Estado, a través 

de un uso desmedido de su fuerza, se enfrenta a la tensión entre formalizar o erradicar 

algunas actividades como la minería en pequeña escala y el narcotráfico, las cuales, en 

territorios en conflicto se dan de forma conexa (Cano & Kunz, 2022). Allí, el Estado 

interviene como un actor violento que decide qué castigar y qué tolerar (Martens et al., 

2022) y con ello, marca el tejido social a partir de relaciones de poder y de fuerza 

ilegitimas (Zoettl, 2021; Minhoto, 2020; Santo et al., 2018; Martens et al., 2022). 

3.4 La ilegalidad, informalidad y legalidad fluyen en medio de las relaciones de 
intercambio de bienes y servicios 

Sobre análisis empíricos que se centran en el funcionamiento del mercado en las 

ciudades, algunos de los autores consultados en este balance proponen que la 

ilegalidad, la informalidad y la ilegalidad fluyen como continuos en medio de los 

intercambios de bienes y servicios (do Espírito Santo & Voks, 2021; Nogueira, 2019; 

Pinheiro-Machado, 2018; Rolnik et al., 2021; Sánchez, 2022). En el escenario del 

mercado, aquellas categorías son concebidas como mediadas por la dinámica 

económica, que es, en última instancia, la que moldea la flexibilidad y el flujo (Pinheiro-

Machado, 2018) con los que los intercambios son definidos como informales, ilegales o 

legales. Esta dinámica no está exenta de los juegos del poder y de la fuerza, sin 

embargo, al centrar su mirada en el mercado, los investigadores asumen a este 

escenario, antes que como una imposición, como un punto de encuentro en el que 

confluyen todo tipo de sociabilidades y experiencias comunitarias y donde los órdenes 

son resultado de la hibridación de lo legal-informal-ilícito (do Espírito Santo & Voks, 

2021). 

 

Desde este enfoque, en un solo bien, por ejemplo, en una falsificación de algún 

producto, existen varias combinaciones posibles de estados legales a lo largo de su 

cadena de producción y distribución; y otras combinaciones que no tienen una definición 

legal a priori. También, una serie de estados ilegales e informales se le incorporan 

(Pinheiro-Machado, 2018). En el mercado inmobiliario ocurre algo similar cuando la 

vivienda se transforma, a través del mecanismo de arriendo, en un servicio, porque las 

actividades económicas alrededor de este mercado comienzan a conectarse con 
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sectores financieros e informales para generar intercambios capaces de alcanzar el 

mundo popular, instrumentalizando y generando ilegalismos (Rolnik et al., 2021). Estos 

ejemplos, muestran cómo en el mercado, el intercambio de bienes permite evidenciar el 

continuo entre lo legal-informal-ilegal. El dinero que es, en mayor medida el centro de 

este intercambio fluye en redes complejas de agentes, relaciones, transacciones y traza 

aquel continuo. Por lo tanto, para los autores que defienden esta perspectiva, seguir el 

flujo del dinero, es una buena manera de entender cómo se conectan diversos circuitos 

y agentes, financieros y comerciales en escalas heterogéneas (Sánchez, 2022). Por lo 

tanto, el flujo y el intercambio no son más que alianzas que hacen posible el vivir en 

comunidad (Ivancheva & Krastev, 2019). 

 

Tal cual como la presentan los autores, esta perspectiva no contempla fronteras entre 

la legalidad, la informalidad y la ilegalidad, porque en el intercambio se anula la 

diferencia entre la ley y su transgresión. Una mirada empírica sobre el mercado no 

encuentra en las relaciones que en él se tejen, ni porosidades ni incertidumbres frente 

a lo legal y presta más atención a las conexiones que se dan en las urbes (Nogueira, 

2019).  

3.5 El carácter moral de la relación 

Algunos autores ven las relaciones entre legalidad, informalidad e ilegalidad como 

marcadas por vínculos morales (Moriconi & Peris, 2019; Parra, 2020; Perelman, 2018; 

Sandoval-Hernández, 2022). Esta perspectiva, a la que recurren las investigaciones 

para referirse a organizaciones sociales o sindicales, asume que estas organizaciones 

se configuran a partir de una serie de lazos de carácter moral donde la interacción entre 

los diversos actores sucede a través de una constante negociación (Parra, 2020). Si 

bien, esta postura asume, de forma negativa que los vínculos que en estas 

organizaciones se producen, se forman a partir de prácticas clientelares, de cooptación 

o de corrupción (Parra, 2020); otros autores defienden que en estas interacciones el 

carácter legal e ilegal de las acciones se desdibuja y el entramado de relaciones 

resultantes podría caracterizarse como informal (Sandoval-Hernández, 2022). 

 

En este orden hibrido (Moriconi & Peris, 2019), que Sandoval-Hernández (2022) 

considera informal, es el sistema de lazos de carácter moral el que hace que los 

individuos cataloguen una acción como buena, válida y legítima (Sandoval-Hernández, 

2022). El orden social es resultado de las prácticas, las pautas de comportamiento, los 

valores sociales (Moriconi & Peris, 2019) y de las costumbres, entendidas como 

precedentes sociales validadas dentro de las comunidades en las que se ejercen y se 
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transfieren (Perelman, 2022). Por lo que las prácticas consideradas punibles se 

entienden como el resultado de una sana convivencia donde las consideraciones de los 

actores cuentan para definirlas y donde el modo de percibir la actividad se activa en 

función de juegos, discursos y evaluaciones morales que determinan lo que es lícito o 

no hacer (Perelman, 2018). Según este enfoque, dentro de las organizaciones, los 

actores no suelen apreciar sus acciones como legales o ilegales porque hacen parte de 

una construcción de sus formas de vida. 

 

Por esta razón, desde esta perspectiva que considera el carácter moral de las relaciones 

entre los fenómenos legales, ilegales e informales, puede afirmarse que las relaciones 

están en las prácticas y se juzgan tanto la legalidad como la ilegalidad y la informalidad 

como valores.  

4. Conclusión 

Las relaciones entre informalidad, legalidad e ilegalidad se acrecientan y actualizan. 

Esto se debe, en parte al surgimiento de nuevas tecnologías que cambian las dinámicas 

de la vida social, económica y política; pero de fondo, es la misma complejidad de las 

relaciones sociales, la que constantemente cuestiona y resignifica los campos de la 

legalidad y de la legitimidad, la ilegalidad y la ilegitimidad y de la informalidad y su 

tolerancia. Así lo asumen los artículos consultados en este balance, que si bien 

entienden que es necesario tratar de delimitar en qué consisten cada uno de estos 

campos, para los estudios empíricos resulta más útil, rastrear cómo se conectan. 

 

Frente al estudio de las relaciones entre ilegalidad, legalidad e informalidad, en el ámbito 

empírico, las visiones que pretenden separar y demarcar los conceptos se tornan 

insuficientes; mientras que tácitamente parece aceptarse que en la práctica, múltiples 

formas de asociaciones legales, ilegales e informales se involucran para hacer posible 

la vida en comunidad, el funcionamiento de la economía y el mantenimiento de la 

legitimidad estatal en los países latinoamericanos. Inclusive, la legalidad, que en la 

cotidianidad se asume como un concepto bien demarcado, en las investigaciones 

consultadas, es comprendida a través del análisis de las tensiones con la informalidad 

y la ilegalidad. En Latinoamérica, así vista, la legalidad es entendida como el espacio 

para el ejercicio de la actividad estatal que configura, cocrea y posibilita lo ilegal y lo 

informal. Los autores consideran que tanto las leyes como los agentes del Estado y las 

finanzas, aunque no lo hacen de manera exclusiva, tienen un papel activo en configurar 

y en delimitar la ilegalidad y la informalidad, a partir de mecanismos como la presión 
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política, el sistema carcelario, la financiarización, las organizaciones sociales, los 

agentes de seguridad y las leyes. 

 

De acuerdo con lo anterior es posible afirmar que los autores consultados aceptan que 

en medio de las interacciones sociales se crea legalidad, informalidad e ilegalidad de 

forma simultánea. De acuerdo con cómo se desarrollan y con las finalidades que 

persiguen los agentes, estas interacciones son las que le permiten a los autores definir 

para cada contexto latinoamericano, la legalidad, la informalidad o la ilegalidad de los 

fenómenos que allí se investigan. Conforme con lo que plantean las investigaciones, 

para ampliar el estudio y la comprensión de las relaciones entre estos fenómenos, puede 

ser una buena alternativa metodológica el recurrir al camino que han trazado los 

estudios sociológicos, los cuales, se preocupan de rastrear las conexiones y 

asociaciones entre agentes, instituciones, capitales, entre otros, y que imbrican a la 

legalidad, la informalidad y la ilegalidad.  
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